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Los hechos más saltantes del mes de enero fueron: 
En Bolivia, tensiones sociales y regionales que se acumulan y un nuevo gabinete que prioriza la agenda política marcan el inicio del 2012. En Colombia, a pesar de que el 1 de enero se posesionaron nuevas autoridades políticas territoriales en todo el país, este trascendental hecho terminó opacado por dos asuntos relacionados con el conflicto armado: por un lado, el paro armado decretado por uno de los llamados grupos neo paramilitares en amplias zonas del país, y, por otro, los acercamientos –aun tímidos– entre el Gobierno Nacional y la guerrilla de las FARC para lograr un eventual proceso de paz.  En Ecuador en el  mes de enero se plantearon importantes discusiones, como la Reforma al Código de la Democracia,  inscripciones electorales y la posesión de nuevas autoridades en la Corte Nacional de Justicia. . En Perú, a nivel de la cúpula gubernamental, el cambio de gabinete y el manejo de los conflictos sociales (Conga, el más emblemático)  están llevado  a un proceso de alejamiento de las fuerzas políticas de izquierda que integraron la alianza electoral GANA Perú.
BOLIVIA
Tensiones sociales y conflictos territoriales
Los hechos violentos ocurridos en el municipio de Yapacaní[footnoteRef:1], situado al norte del Departamento de Santa Cruz, y la disputa por el campo gasífero Margarita entre los departamentos de Tarija y Chuquisaca[footnoteRef:2], constituyen señales de alerta que deben tomarse muy en cuenta para prefigurar el escenario político 2012.  [1:  www.paginasiete.bo, 12.01.12, pág. 36-37, www.la-razon.com 12.01.12,  pág. A12]  [2:  www.paginasiete.bo, 20.01.12, pág. 40, www.la-razon.com, 20-01.12, pág. A8] 

Yapacaní es una zona eminentemente agrícola, tradicionalmente receptora  de migraciones provenientes de la región andina y, en los años recientes, de la región cocalera del Chapare, constituyéndose en  uno de los principales bastiones político electorales del MAS en el Departamento de Santa Cruz. 
Lo relevante es que el  conflicto, a la luz de toda la información disponible,  parece tener origen en una disputa entre fracciones del MAS por el control de las áreas de asentamientos humanos en el  territorio de ese municipio. Por una parte, la corriente que representa a los pobladores más antiguos, dedicados a la agricultura tradicional, y por otra,  aquella que  está conformada por los flujos migratorios recientes, principalmente constituidos por productores de coca procedentes del Chapare,  que ven el Parque Nacional Amboró (área protegida situada en la jurisdicción de ese municipio) como una atractiva zona de expansión de los cultivos de la “hoja sagrada”. 
Los enfrentamientos ocurridos, con un saldo de tres muertos y varias decenas de heridos, han puesto en evidencia la profundidad de las contradicciones que se incuban en el seno del MAS, como consecuencia de intereses corporativos en su interior.
El TIPNIS, por otro lado, vuelve al primer plano de  la agenda de conflictos por la marcha que realizan organizaciones afines al MAS, agrupadas en el Consejo Indígena del Sur (CONISUR), demandando la construcción de la carretera que atravesaría ese Parque Nacional y Territorio Indígena, obra que estuvo en el origen de uno de los conflictos más graves y de mayor costo político que  ha confrontado el gobierno de Evo Morales en sus seis años de mandato. La eventual derogación de la ley que declaró la intangibilidad del TIPNIS, cerrando toda posibilidad a la construcción de dicha carretera, puede convertirse en el foco de nuevos y mayores conflictos.
Por otra parte, ha aflorado una peligrosa disputa entre los departamentos de Chuquisaca y Tarija en torno al dominio del campo gasífero Margarita, uno de los más importantes del país. Tarija sostiene que ese campo está íntegramente situado en su territorio y Chuquisaca considera que se trata de un campo compartido entre ambos departamentos y exige, por tanto,  compartir también  los beneficios generados por su explotación. 
Las negociaciones propiciadas por el gobierno central han concluido en un acuerdo para que Tarija pueda encargar un estudio independiente sobre situación del campo gasífero. Una vez se conozcan los resultados podrá tenerse una idea más clara del rumbo que vaya a tomar el diferendo.  
El nuevo gabinete: señales contradictorias en la conducción del gobierno
El retorno de Juan Ramón Quintana al Ministerio de la Presidencia, en reemplazo de Carlos Romero, designado como nuevo Ministro de Gobierno, ha desatado una ola de especulaciones acerca del sentido político de este cambio.
Ello ocurre precisamente en el momento en que dicho Ministerio, bajo la conducción de Carlos Romero, había logrado un importante éxito en el proceso de construcción de una nueva agenda gubernamental, principalmente en el plano económico social, a través del  “Encuentro Plurinacional para Profundizar el Cambio”, o “Cumbre Social”[footnoteRef:3],  personalmente liderado por el presidente Morales, quién ha anunciado la próxima conformación de un Consejo Económico y Social como uno de sus mayores logros. [3:  Ver Informe Interno Andino de Coyuntura de IDEA Internacional, correspondiente a diciembre de 2011] 

Los dirigentes de  la oposición se han mostrado muy críticos a la decisión de Morales. Todos coinciden en que existiría una flagrante contradicción entre el mensaje de diálogo y concertación (difundido con motivo de la Cumbre Social) y la designación de José Ramón Quintana como Ministro de la Presidencia.  Para el opositor Samuel Doria Medina, líder de Unidad Nacional[footnoteRef:4], aquel “simboliza la línea dura y confrontacional del gobierno”. Para algunos analistas políticos, la designación de Quintana obedecería a una priorización de la agenda política (rearticulación del bloque gubernamental, con miras a las elecciones presidenciales del 2014) por sobre la agenda económico social[footnoteRef:5].  [4:  nacional@paginasiete.bo 24.01.12 , pág. 6]  [5:  Id.				      	           4] 

En otro plano, merece consideración especial el hecho de que las presidencias de las Cámaras de Senadores y Diputados hayan sido encomendadas a dos mujeres: Gabriela Montaño y Rebeca Delgado, respectivamente.  Aunque no es la primera vez que una mujer asume la conducción de una de las cámaras legislativas en Bolivia, sí es excepcional que ambas estén presididas por mujeres. La situación parece mostrar el desgaste de algunos cuadros masculinos  del MAS y, sobre todo, la emergencia de corrientes renovadoras que pueden infundir una lógica distinta al desempeño del parlamento boliviano, cuyos índices de aprobación ciudadana son bastante bajos. Sin embargo, por otro lado, en el gabinete el número de mujeres descendió a 7 sobre un total de 20.   

COLOMBIA
A pesar de que el 1 de enero se posesionaron nuevas autoridades políticas territoriales en toda Colombia, este trascendental hecho terminó opacado por dos asuntos relacionados con el conflicto armado: por un lado, el paro armado decretado por uno de los llamados grupos neo paramilitares en amplias zonas del país, y, por otro, los acercamientos –aun tímidos– entre el Gobierno Nacional y la guerrilla de las FARC para lograr un eventual proceso de paz. 
Neo-paramilitarismo: “El mayor desafío a la autoridad del Estado desde que Juan Manuel Santos se convirtió en presidente de Colombia”[footnoteRef:6] [6:  7 de agosto de 2010] 

Esta frase resume de manera acertada la situación vivida en el país a raíz del paro armado decretado por la banda criminal de “Los Urabeños” en los primeros días de 2012. El paro armado, termino familiar para los colombianos, es un eufemismo para referirse a las amenazas que grupos armados ilegales hacen en contra la población civil de un territorio específico, obligándolos a cesar sus actividades cotidianas y a entrar en toque de queda para, de esta forma, ratificar o consolidar su dominio estratégico en una zona. 
Y eso fue precisamente lo que ocurrió entre el 4 y el 6 de enero de 2012 en cerca de treinta  municipios de cinco departamentos del noroeste colombiano (Antioquia, Bolívar, Chocó, Córdoba, Magdalena y Sucre). Allí, toda actividad comercial, gubernamental, eclesiástica y comunitaria cesó total o parcialmente, convirtiendo a algunos de estos municipios, durante 48 horas, en “pueblos fantasma”. Los responsables de esta situación fueron “Los Urabeños”, oficialmente reconocidos por el Gobierno como una banda criminal emergente (BACRIM). En la práctica, sin embargo, se trata de uno de los múltiples remanentes de la estructura paramilitar que no se acogió al proceso de reinserción emprendido desde 2004 por el expresidente Álvaro Uribe, y que desde entonces se ha expandido para apoderarse de diferentes rutas de narcotráfico. Sobra decir que esta expansión ha venido acompañada de masacres, despojo de tierras y desplazamiento forzado, como lo han denunciado diferentes organizaciones.
El Gobierno Nacional ha defendido la hipótesis según la cual esta situación es reflejo de la desesperación que sienten estos grupos armados ante el acorralamiento en que los tiene la Fuerza Pública, argumento que no es descabellado teniendo en cuenta que, de acuerdo a varios panfletos repartidos por “Los Urabeños” en las zonas afectadas, la orden de paro armado se impartió como represalia por la reciente muerte de uno de sus comandantes a manos del Ejercito. Esta lectura, sin ser del todo falsa, resulta incompleta. Al fin y al cabo, lo que este hecho demuestra es que estos grupos ilegales tienen igual o más control territorial en zonas específicas que sus antecesores paramilitares, tanto así que pueden boicotear todo tipo de actividad en amplias zonas del país, de manera coordinada y sistemática, sin que el Estado pueda responder de manera rápida y eficaz. 
En lo que si parece haber consenso, es en el hecho de que estos grupos ilegales, más que sentirse militarmente amenazados por el gobierno, perciben una amenaza política. De hecho, parece ser más probable que el paro armado, antes que ser solo una represalia por su jefe asesinado, haya sido una respuesta al proceso de restitución de tierras a desplazados y reparación de víctimas de la violencia iniciado recientemente por el Gobierno Nacional, el cual, de llevarse a cabo plenamente, debilitaría significativamente el control territorial y económico de estas agrupaciones.
Rumores de paz
En las últimas semanas, en la agenda política ha ganado relevancia un tema que había sido relegado completamente del debate nacional: la posibilidad de un proceso de paz con la guerrilla de las FARC. Vale la pena recordar que, como consecuencia del fracaso de las negociaciones emprendidas por el expresidente Andrés Pastrana (1998 – 2002), en Colombia pareció haber consenso acerca de la necesidad de derrotar militarmente a las FARC y cerrar toda posibilidad de diálogo. La popularidad del expresidente Álvaro Uribe y su llamada política de Seguridad Democrática, se explican en gran medida por cuenta de este fracaso. 
Sin embargo, una serie de declaraciones han hecho revivir el tema, aunque aún de manera tímida y con un amplio rechazo ciudadano. El hecho que desató el debate fue una carta pública escrita por el jefe máximo de las FARC, alias Timochenko, en donde le sugiere al presidente Santos retomar la hoja de ruta y preacuerdos logrados en el proceso de paz de 1994. Si bien el Gobierno Nacional se apresuró a rechazar esta propuesta, a menos que unilateralmente cesaran las acciones militares y liberaran a todos los secuestrados, el debate continuó. Y lo hizo porque diversos actores políticos, liderados por los ex presidentes Pastrana y Ernesto Samper (1994 – 1998), no sólo recomendaron mantener abierta la posibilidad de una salida negociada al conflicto, sino que además sugirieron que, el Gobierno Nacional ya estaría en diálogos preliminares con voceros de los comandantes guerrilleros, posiblemente con la anuencia de algún gobierno internacional.  
Estos rumores se hicieron aún mas fuertes con el anuncio de las FARC de liberar seis militares y policías secuestrados desde hace varios años, hecho que se concretaría entre los meses de enero y febrero. Aunque para algunos sectores políticos y sociales esto fue interpretado como un indicio de voluntad de iniciar un proceso de paz por parte de la guerrilla, la mayor parte de la opinión pública aún rechaza esta posibilidad, a juzgar por diversas encuestas y las reacciones de la mayoría de medios de comunicación, partidos políticos e incluso gobernantes locales.  
ECUADOR
Reforma al Código de la Democracia
El veto presidencial a la Reforma del Código de la Democracia entrará en vigencia a través del Ministerio de la Ley[footnoteRef:7] el próximo 4 de febrero, frente a la imposibilidad de la oposición por revertir el mismo. Esta situación ha provocado de parte de la oposición vehementes y reiteradas críticas substantivas y procedimentales. Las substantivas hacen referencia, primero, al peligro que corre la libertad de opinión y de prensa, pues de acuerdo al articulado, los medios de comunicación se deberán abstener de realizar reportajes, especiales y cualquier otro tipo de mensaje que incida directa o indirectamente en las preferencias electorales. Segundo, a la nueva fórmula para la asignación de escaños a nivel provincial, favoreciendo aquellas fuerzas con mayor apoyo electoral en detrimento de las minorías. Tercero, a la posibilidad de que las y los candidatos no renuncien a sus cargos públicos durante el período de campaña electoral, incluso altas autoridades como Presidente y Vicepresidente. Frente a este contexto, se ha hecho muchas críticas de parte de varios actores de la oposición que aseguran que el veto presidencial permitiría al gobierno utilizar recursos estatales en su beneficio, durante el período electoral. Las procedimentales se centran fundamentalmente en el hecho de que para que el veto presidencial pueda regir las elecciones del 2013, el calendario inicialmente previsto para éstas debiera ser modificado por el nuevo CNE, pues de acuerdo al artículo 117 de la Constitución "Se prohíbe realizar reformas legales en materia electoral durante el año anterior a la celebración de elecciones". El CNE ya ha señalado que lo único fijado “en piedra” es la fecha del traspaso presidencial que deberá ser en mayo del 2013, por lo que las elecciones generales inicialmente fijadas para mediados de enero pudieran ser postergadas para febrero.  [7:  Es decir transcurrido un mes de plazo si no es revertido el veto presidencial, éste entra en vigencia automáticamente.] 

Inscripciones electorales
Pese a lo crecientemente difícil que se plantea para las organizaciones políticas alcanzar el número suficiente de firmas válidas para su reinscripción, debido a que el universo electoral ya ha sido altamente demandado (el Movimiento Patria Altiva I Soberana (PAIS) –que necesitando alrededor de 160 mil firmas para constituirse en movimiento nacional presentó casi dos millones de firmas válidas, siendo aprobada su inscripción–), 3 organizaciones políticas de la oposición fueron ya aprobadas por el Consejo Nacional Electoral (CNE) para participar en las elecciones generales. Estas son: el izquierdista Movimiento Popular Democrático (MPD), el fuertemente asentado en la costa Partido Roldosista Ecuatoriano, y el liderado por el ex presidente Lucio Gutiérrez, Sociedad Patriótica. 
A esto se suman otros movimientos habilitados por el CNE. El Movimiento Creando Oportunidades (CREO) es uno de ellos, cuya dirigencia es del empresario y ex presidente de la Cámara de Acuacultura César Monge y de la ex asambleísta constituyente Mae Montaño. A este movimiento se le relaciona también la participación electoral del empresario de la banca privada Guillermo Lasso. Por otro lado, dos organizaciones provinciales: Movimiento Acción Regional por la Equidad (ARE) de Loja y el Movimiento Autonómico Regional (MAR) del Oro, así como también un movimiento cantonal: el Frente Unidad Salinense del cantón Santa Elena.
Se espera que el exaliado de PAIS, Movimiento Ruptura de los 25, presente nuevas firmas en reemplazo de las impugnadas y su aceptación se dé muy pronto. Por su parte, Concertación Nacional –movimiento de César Montufar– presentó las firmas para su validación y posterior inscripción la semana pasada. Asimismo, se espera que el partido indígena Pachakutik y Participación –del ex colaborador del gobierno Gustavo Larrea–, el Partido Renovador Institucional Acción Nacional (PRIAN) y el movimiento Madera de Guerrero también puedan hacerlo. De lograr sus inscripciones, se estaría ante una situación bastante significativa, pues por lo menos ochos organizaciones políticas nacionales habrían comprometido a un tercio del padrón electoral a prestar su firma o adhesión, mostrando una renovación partidaria menos concentrada. Igualmente, esto revelaría una ciudadanía menos reacia a participar en por lo menos parte del proceso de reinscripción partidaria. 
Visita del presidente de Irán
La vista del presidente iraní al Ecuador, provocó mensajes de preocupación de parte del Departamento Estadounidense, mientras que en el plano doméstico, generó críticas de parte de la organizaciones de base de mujeres y de Gay, Lesbianas, Bisexuales, Transgénero e Intersex (GLBTIs), cámara del comercio y en general de la oposición. La visita se desarrolló con entrevistas con los Presidentes de la República y de la Asamblea Nacional, siendo el ámbito más destacado la rueda de prensa conjunta Correa-Amidenajad. 
Nuevas autoridades en la Corte Nacional de Justicia
El 26 de Enero en solemne acto con asistencia del Presidente de la República, se posesionaron los 21 miembros de la nueva Corte Nacional de Justicia (CNJ) con fuertes críticas de parte de la oposición por los resultados, en particular, en las entrevistas personales.  Lo que resulta evidente en la nueva CNJ es que cuenta con una participación de mujeres mucho más alta que en el pasado –entre los 21 miembros, 12 son hombres y 9 mujeres– y que incluso las personas observadas por por la oposición tienen larga trayectoria profesional en el ámbito judicial. 
Fallo contra el diario el Universo
El juicio al diario Universo fue postergado y deberá ser tratado ahora por los jueces recientemente posesionados en la nueva Corte Nacional de Justicia. El Director del diario EL UNIVERSO en declaraciones hechas en una rueda de prensa señaló que está dispuesto a firmar una disculpa formal hacia el Presidente de la República, respondiendo así al pedido que éste ha venido haciendo, como condición para desistir del  juicio penal  contra ellos. 
Resolución de absolución al exvicepresidente Alberto Dahik por caso de peculado
El juez de la Primera Sala de la Corte Nacional de Justicia, Hernán Ulloa Parada, notificó la tarde del 20 de Enero,  la nulidad del caso de gastos reservados contra el ex Vicepresidente ecuatoriano, Alberto Dahik Garzozi  –destacado representante de las denominadas políticas “neoliberales” –. La resolución de absolución sorprendió a la opinión pública, mientras que fue recibida sin sorpresa por el Ejecutivo, a la vez que mereció observaciones procedimentales de parte del actual Fiscal General de la Nación, Galo Chiriboga.
Planteamientos del Ecuador ante la Organización de Estados Americanos (OEA)
El gobierno del Ecuador ha sugerido que se cambie de ubicación la sede de la OEA, situada en Washington y que también se modifique su método de financiación para distanciarla de EE. UU.  Por otro lado, ha subrayado que deben cambiar los procedimientos de asignación presupuestaria a todas las relatorías en igualdad de condiciones. Estas observaciones fueron recogidas por la instancia pertinente, sin efectos vinculantes. 
FUENTES:
· Consejo Nacional Electoral. Disponible en http://www.cne.gov.ve/web/index.php
· El Comercio. Disponible en www.elcomercio.com
· Diario Hoy. Disponible en: www.hoy.com.ec 
· Ecuador Inmediato. Disponible en: http://www.ecuadorinmediato.com

PERÚ
Con el cambio de Gabinete el gobierno inicia una ruta que, en palabras del propio presidente Ollanta Humala, es un proyecto distinto al de otros países de la región y no responde ideológicamente ni a uno de derecha ni de izquierda: “¿de izquierdas? Yo no soy de izquierdas…Soy un nacionalista que ha recogido las banderas de la justicia social…esa división entre izquierda y derecha es algo del pasado” [footnoteRef:8]. [8:  Entrevista al presidente Ollanta Humala  por el director del diario El País, Juan Luis Cebrián.] 

El giro que ha tomado la gestión Humala se refleja en el cambio en la correlación social que apoya al gobierno. Si bien la popularidad gubernamental se mantiene alta, 54% de aprobación  presidencial según dos encuestas[footnoteRef:9], si observamos el análisis de las tendencias en los últimos seis meses, vemos que disminuye el apoyo de los sectores sociales más bajos al gobierno mientras que incrementa el respaldo de las clases altas y medias de las principales ciudades (costa), principalmente Lima.  A nivel nacional el gobierno viene perdiendo el apoyo de las regiones más pobres –en el sur y el centro del país- mientras que asienta su respaldo en  la capital y el oriente del país. [9:  Según Ipsos Apoyo y CPI, encuestas de enero 2012.] 

A nivel de la cúpula gubernamental, el viraje político del gobierno está llevando a un proceso de alejamiento de las fuerzas políticas de izquierda que integraron la alianza electoral GANA Perú, con la que llegó Humala al poder. Luego de la salida de casi todos los integrantes de Ciudadanos por el Cambio y del Partido Socialista que participaron del Gabinete de Salomón Lerner, hoy se habla de una eventual fractura interna en la bancada oficialista del Congreso. Los principales puntos de controversia entre los sectores de izquierda y el Partido Nacionalista del Presidente Humala serían la continuidad del proyecto minero Conga, así como la propia permanencia del Premier Valdez, quien en sus últimas declaraciones elogiara ciertas medidas del régimen fujimorista y, por otro lado, criticara a la Comisión de la Verdad y Reconciliación. Además, al parecer, habrían descoordinaciones entre la bancada oficialista y el Poder Ejecutivo, lo que habría llevado a votaciones sin debates internos. 
Un elemento que abonó en el conflicto con los grupos de izquierda (incluyendo al interior de la bancada oficialista) fueron las recientes declaraciones del Presidente en las que los llamó “grupos minoritarios” y afirmó que no actuaba en función de ellos. Un grupo de congresistas pertenecientes a partidos de izquierda y de movimientos regionales que participaron como invitados por el Partido Nacionalista, han manifestado su intención de conformar un nuevo grupo parlamentario y dar por terminada la confluencia electoral de GANA Perú. 
Más allá del gobierno, distintas agrupaciones políticas de izquierda[footnoteRef:10] vienen intentando conformar un gran frente progresista de bases regionales para lo cual se ha anunciado un congreso nacional a inicios del próximo mes. Mientras que las fuerzas progresistas buscan un espacio en el sistema político, el gobierno de izquierda en la capital enfrenta una campaña política en su contra destinada a promover la revocatoria de la alcaldesa, Susana Villarán (Fuerza Social). De prosperar el proceso de recolección de firmas para hacer dicha solicitud se iría a una consulta popular.  [10:  Entre los cuales se encuentran Ciudadanos por el Cambio, Partido Socialista, Movimiento Tierra y Libertad, Movimiento Nueva Izquierda, entre otros.] 

En este proceso de cambio en las correlaciones políticas y sociales, la posibilidad de la inscripción de un partido inspirado en la ideología senderista se cierne como una amenaza latente en el escenario político actual. Después de casi veinte años de la captura del líder de Sendero Luminoso, Abimael Guzmán, una agrupación pro senderista bajo las siglas de MOVADEF (Movimiento por la Amnistía y Derechos Fundamentales) solicitó su inscripción en el registro oficial de partidos políticos. A pesar del rechazo del Estado a la solicitud presentada, la existencia de miles de seguidores[footnoteRef:11] –sobre todo jóvenes– dispuestos a respaldar la apología al terrorismo, resulta peligrosa en un contexto de pobreza y conflictos sociales. [11:  Más de 300 mil firmas respaldaron la solicitud presentada ante el Jurado Nacional de Elecciones.] 

En ese contexto, las últimas declaraciones del Premier Valdéz minimizando el valor testimonial del Informe de la Verdad y la Reconciliación[footnoteRef:12] fueron consideradas inapropiadas por un importante sector de la opinión pública y organismos de derechos humanos.  [12:  El Premier dijo que en el Informe de la Verdad y Reconciliación  había mucha “teatralización” y que sobredimensiono la cantidad de damnificados y el rol de las fuerzas armadas.] 
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